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MILTON LUNA TAMAYO  
MINISTRO DE EDUCACIÓN  

 

CONSIDERANDO:

 
Que, el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que las niñas, niños y
adolescentes, así como las personas en situaciones de riesgo y las víctimas de violencia doméstica, sexual,
maltrato infantil, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado; 
  
Que, el artículo 44 de la Norma Suprema prescribe que: “El Estado, la sociedad y la familia promoverán de
forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de
sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior, por el cual sus derechos prevalecerán sobre los de
las demás personas (…)” ; 
  
Que, el artículo 76 de la Carta Magna establece: “En todo proceso en el que se determinen derechos y
obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías
básicas: 1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y
los derechos de las partes (…) 3. (…) Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y
con observancia del trámite propio de cada procedimiento". 
  
Que, el artículo 169 de la norma constitucional prescribe: “El sistema procesal es un medio para la realización
de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia,
inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se
sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades”; 
  
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República prescribe: “La administración pública constituye un
servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía,
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación.” 
  
Que, el artículo 3 literal m) de la Ley Orgánica de Educación Intercultural - LOEI establece entre los fines de la
educación: “La protección y el apoyo a las y los estudiantes en casos de violencia, maltrato, explotación sexual
y de cualquier tipo de abuso; el fomento de sus capacidades, derechos y mecanismos de denuncia y
exigibilidad; el combate contra la negligencia que permita o provoque tales situaciones”; 
 
Que, el artículo 65 de la LOEI dispone: “Las Juntas Distritales son el ente encargado de la solución de
conflictos del sistema educativo. Tienen una conformación interdisciplinaria de tres profesionales que serán
nombrados directamente por la autoridad competente: el Director Distrital, el Jefe de Recursos Humanos y el
Jefe de Asesoría Jurídica. La Junta Distrital estará presidida por el Director Distrital (…)”;  
  
Que, en los artículos 132 y 133 de la misma Ley, se establecen las prohibiciones con sus respectivas sanciones
para los representantes legales, directivos, docentes, madres y padres de familia de las instituciones educativas; 
  
Que, el artículo 340 del Reglamento a la LOEI prevé: “Si por causas debidamente justificadas, los miembros
titulares no pudieren asistir a las sesiones de las Juntas Distritales de Resolución de Conflictos, actuarán sus
delegados permanentes, previa notificación al Secretario”; 
  
Que, el artículo 345 del Reglamento a la LOEI establece: “Dentro del término previsto en el inciso segundo del
artículo 92 de la Ley Orgánica de Servicio Público, la Junta Distrital de Resolución de Conflictos o el Director
Distrital pueden disponer el inicio y la sustanciación del respectivo sumario administrativo e imponer la
sanción correspondiente a través de la expedición de la respectiva resolución.”; 
 
Que, el artículo 11 del Código de la Niñez y Adolescencia prescribe: “El interés superior del niño es un
principio que está orientado a satisfacer el ejercicio efectivo del conjunto de los derechos de los niños, niñas y
adolescentes; e impone a todas las autoridades administrativas y judiciales y a las instituciones públicas y
privadas, el deber de ajustar sus decisiones y acciones para su cumplimiento. Para apreciar el interés superior
se considerará la necesidad de mantener un justo equilibrio entre los derechos y deberes de niños, niñas y
adolescentes, en la forma que mejor convenga a la realización de sus derechos y garantías”; 
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Que, el artículo 4 del Código Orgánico Administrativo – COA, establece: “Principio de eficiencia. Las
actuaciones administrativas aplicarán las medidas que faciliten el ejercicio de los derechos de las personas. Se
prohíben las dilaciones o retardos injustificados y la exigencia de requisitos puramente formales”; 
  
Que, el artículo 9 del COA dispone: “Principio de coordinación. Las administraciones públicas desarrollan sus
competencias de forma racional y ordenada, evitan las duplicidades y las omisiones”; 
  
Que, el artículo 28 ibídem establece: “Principio de colaboración. Las administraciones trabajarán de manera
coordinada, complementaria y prestándose auxilio mutuo. Acordarán mecanismos de coordinación para la
gestión de sus competencias y el uso eficiente de los recursos”; 
  
Que, el artículo 71 numerales 1 y 2 del COA, establece como efectos de la delegación: “1. Las decisiones
delegadas se consideran adoptadas por el delegante; y, 2. La responsabilidad por las decisiones adoptadas por
el delegado o el delegante, según corresponda”; 
  
Que, el Ministerio de Educación precautelando el interés superior del niño y de los demás integrantes de la
comunidad educativa, requiere establecer las medidas administrativas necesarias para cumplir con la normativa
legal, precautelar el derecho a la seguridad jurídica y dar continuidad a los procesos sancionatorios a través de
sumarios administrativos; y, 
 
En ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 154 numeral 1 de la Constitución de la República
del Ecuador; artículo 22 literales t) y u) de la Ley Orgánica de Educación Intercultural; y, artículos 47, 65, 67,
69, 70, 73 y 130 del Código Orgánico Administrativo. 
  

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Disponer a los Coordinadores/as Zonales de Educación y Subsecretarios/as de Educación del
Distrito Metropolitano de Quito y del Distrito de Guayaquil para que en caso de ausencia de algún miembro de
la Junta de Distrital de Resolución de Conflictos y/o de sus delegados permanentes, designen a un servidor de su
jurisdicción para que haga las veces del miembro de la Junta ausente. 
  
Artículo 2.- Los delegados estarán sujetos a lo previsto en el artículo 71 del Código Orgánico Administrativo,
por lo tanto, en todo acto o resolución que ejecuten o adopten en virtud de esta delegación, harán constar
expresamente esta circunstancia y en consecuencia serán considerados como emitidos por la máxima autoridad
del Sistema Educativo Nacional. Sin perjuicio de lo dicho, si en ejercicio de su delegación violaren la ley o los
reglamentos, o se apartaren de las instrucciones que recibieren, serán responsables con relación al cumplimiento
de esta delegación. 
 
DISPOSICIÓN FINAL.- El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de su fecha de expedición, sin
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 
 
COMUNÍQUESE, PÚBLÍQUESE Y CÚMPLASE. -  Dado en Quito, D.M., a los 04 día(s) del mes de Abril
de dos mil diecinueve.  
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